
BOE núm. 172 Suplemento Jueves 20 julio 2006 51

Ha decidido
Estimar el recurso de amparo interpuesto por don 

Antonio Jiménez Estecha y, en su virtud:
1.º Declarar que se ha vulnerado el derecho del 

recurrente a la tutela judicial efectiva sin indefensión (ar-
tículo 24.1 CE).

2.º Restablecerlo en el citado derecho y, a tal fin, 
declarar la nulidad de la Sentencia de la Sección Quinta 
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audien-
cia Nacional de 10 de abril de 2003, recaída en el recurso 
de apelación núm. 265-2002, retrotrayendo las actuacio-
nes al momento inmediatamente anterior al pronuncia-
miento de la mencionada Sentencia, para que por el 
citado órgano judicial se dicte otra que respete el derecho 
fundamental vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a diecinueve de junio de dos mil 
seis.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín 
de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y 
rubricado. 

 13078 Sala Primera. Sentencia 187/2006, de 19 de 
junio de 2006. Recurso de amparo 3739-2003. 
Interpuesto por don Antonio Carmona Gimé-
nez frente a la Sentencia de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo de Granada del Tribu-
nal Superior de Justicia de Andalucía que 
desestimó su demanda por sanción impuesta 
por construir un invernadero en el Parque 
Natural de Cabo de Gata-Níjar.

Vulneración parcial del derecho a la legalidad 
penal: indeterminación de las sanciones admi-
nistrativas para conservar los espacios natura-
les, no de las medidas para reponer el medio a 
su estado anterior (SSTC 100/2003 y 98/2006).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3739-2003, interpuesto 
por don Antonio Carmona Giménez, representado por la 
Procuradora de los Tribunales doña María Dolores Arcos 
Gómez y bajo la asistencia del Letrado don Juan Hernán-
dez Rodríguez, contra la Sentencia de la Sección Segunda 
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Granada 
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 17 de 
marzo de 2003, dictada en el rollo núm. 173-2001, que 
estimó el recurso de apelación interpuesto contra la Sen-
tencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
núm. 2 de Almería de 20 de febrero de 2001, dictada en el 
recurso contencioso-administrativo núm. 107-2000, inter-
puesto contra la Resolución del Viceconsejero de Medio 
Ambiente de la Junta de Andalucía de 4 de abril de 2000, 
por la que se desestima el recurso de alzada interpuesto 

contra la Resolución del Delegado Provincial de Almería 
de la Consejería de Medio Ambiente de la Junta de Anda-
lucía de 25 de octubre de 1999, sobre sanción en materia 
de medio ambiente. Ha comparecido la Junta de Andalu-
cía. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el 
Magistrado don Pablo Pérez Tremps, quien expresa el 
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el registro de este 
Tribunal el día 6 de junio de 2003, la Procuradora de los 
Tribunales doña María Dolores Arcos Gómez, en nombre 
y representación de don Antonio Carmona Giménez y 
bajo la asistencia del Letrado don Juan Hernández Rodrí-
guez, interpuso recurso de amparo contra las resolucio-
nes administrativas y judiciales mencionadas en el enca-
bezamiento.

2. La demanda de amparo tiene su origen en los 
siguientes antecedentes:

a) El Delegado Provincial de Almería de la Consejería 
de Medio Ambiente de la Junta de Andalucía, por Resolu-
ción de 25 de octubre de 1999, acordó en el expediente san-
cionador núm. AL/87/99/EP imponer al recurrente una multa 
de 900.000 pesetas y la obligación de reposición del medio 
alterado a su estado y ser anterior, al considerar probada la 
ejecución de una estructura propia de invernadero y su 
revestimiento de plástico sobre una superficie aproximada 
de unos 8.000 m2 en finca particular dentro del Parque Natu-
ral Cabo de Gata-Níjar, en una subzona definida como C2 
(área de cultivos tradicionales) en su Plan de ordenación de 
recursos naturales, argumentando que ello constituye una 
infracción de ejecu-ción sin autorización de obras o trabajos 
en espacios que contienen limitación de uso, tipificada en el 
art. 26 j) de la Ley 2/1989, de 18 de julio, por la que se aprueba 
el inventario de los espacios naturales protegidos de Anda-
lucía y se establecen medidas adicionales para su protec-
ción, y el art. 38.12 de la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de 
conservación de los espacios naturales y de la flora y fauna 
silvestres (en adelante, LCEN), en relación con el art. 247.2.b) 
del Plan de ordenación de los recursos naturales del Parque 
Natural Cabo de Gata-Níjar, aprobado por Decre-
to 418/1994, de 25 de octubre, calificable como falta menos 
grave en atención a la concurrencia de determinadas cir-
cunstancias. El recurrente interpuso recurso de alzada ale-
gando, entre otros motivos, que no ha quedado acreditado 
que el invernadero se haya construido en la subzona C2 y 
que no hay norma legal que determine la gravedad de la 
sanción, siendo íntegramente desestimado el citado recurso 
por resolución del Viceconsejero de Medio Ambiente de la 
Junta de Andalucía de 4 de abril de 2000.

b) El recurrente interpuso contra las anteriores reso-
luciones recurso contencioso-administrativo, que fue tra-
mitado con el número 107-2000 por el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo núm. 2 de Almería, insis-
tiendo, entre otros motivos, en las vulneraciones de los 
derechos a la presunción de inocencia, por no haberse 
acreditado los hechos constitutivos de la infracción, y a la 
legalidad sancionadora, por no estar previsto en ninguna 
de las normas sancionadoras la gravedad de la conducta 
infractora. El recurso fue estimado por Sentencia de 20 de 
febrero de 2001, acordándose la anulación de las resolu-
ciones impugnadas toda vez que, sin entrar a conocer de 
la vulneración aducida del derecho a la legalidad sancio-
nadora, se apreció, sin embargo, vulneración del derecho 
a la presunción de inocencia, al no existir prueba en el 
procedimiento administrativo ni judicial sobre la ubica-
ción del invernadero en zona prohibida dentro del Parque 
Natural.

c) La Junta de Andalucía interpuso recurso de apela-
ción, que fue tramitado con el núm. 173-2001 por la Sec-
ción Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
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de Granada del Tribunal Superior de Justicia de Andalu-
cía, alegando errónea valoración de la prueba, lo que fue 
impugnado por el recurrente, quien, además, subsidiaria-
mente, se ratificó en el resto de los motivos alegados en 
la demanda. El recurso fue estimado por Sentencia de 17 
de marzo de 2003, con revocación de la resolución judicial 
impugnada y confirmación íntegra de las resoluciones 
administrativas sancionadoras. A esos efectos se argu-
menta, por un lado, que existe prueba de cargo suficiente 
sobre que la subzona en la que se ubica el invernadero es 
la C2 a partir tanto del informe del Director Conservador 
del Parque Natural como del plano aportado con la con-
testación de la demanda expedido por la Consejería de 
Medio Ambiente; y, por otro, que, al establecerse en el 
art. 39 LECN los criterios objetivos para la graduación de 
las infracciones, se impide el riesgo de subjetivismo, ya 
que se obliga a la Administración a motivar razonada-
mente su concurrencia a la hora de ponderar la gravedad, 
lo que excluye la vulneración del art. 25.1 CE.

3. El recurrente aduce en su demanda de amparo la 
vulneración del derecho a la legalidad sancionadora 
(art. 25.1 CE), con fundamento en que tanto la LECN 
como la Ley 2/1989, de 18 de julio, se limitan a tipificar la 
conducta imputada como infracción pero sin concretar la 
calificación de su gravedad, remitiéndola a una valora-
ción de la Administración sancionadora. Igualmente 
aduce la vulneración del derecho a la presunción de ino-
cencia (art. 24.2 CE), en tanto que no ha quedado acredi-
tado que el invernadero se ubicara en zona C2.

4. La Sección Segunda de este Tribunal, por provi-
dencia de 1 de abril de 2005, acordó la admisión a trámite 
del presente recurso de amparo y, conforme a lo dis-
puesto en el art. 51 LOTC, requerir a los órganos judiciales 
competentes para la remisión de copia testimoniada de 
las actuaciones y el emplazamiento a quienes hubieran 
sido parte en el procedimiento para que pudieran compa-
recer en el mismo.

5. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de 
Justicia de la Sala Primera de 9 de febrero de 2006 se 
tuvieron por recibidos los testimonios de las actuaciones, 
por personada a la Junta de Andalucía y, a tenor de lo 
dispuesto en el art. 52 LOTC, se acordó dar vista de las 
actuaciones al Ministerio Fiscal y a las partes personadas 
por plazo común de veinte días para que pudieran presen-
tar las alegaciones que estimasen pertinentes.

6. El recurrente, por escrito registrado el 15 de marzo 
de 2006, presentó sus alegaciones reproduciendo la fun-
damentación vertida en su demanda de amparo, adu-
ciendo en su favor la STC 100/2003, de 2 de junio, si bien 
destacando que la nulidad debe de extenderse no sólo a 
la sanción pecuniaria sino también a la obligación de 
reponer el medio alterado a su estado, toda vez que es un 
acto derivado y, por tanto, dependiente de la sanción 
pecuniaria principal.

7. La Junta de Andalucía, por escrito registrado el 24 
de febrero de 2006, presentó sus alegaciones solicitando 
que se desestimara la demanda de amparo, toda vez que 
la alegación relativa a la supuesta falta de acreditación de 
los hechos constitutivos de la infracción es una mera dis-
crepancia en la valoración de la prueba y tampoco cabe 
apreciar vulneración del art. 25.1 CE, ya que el derecho a 
la legalidad sancionadora no implica la eliminación de 
cualquier potestad discrecional de la administración en 
materia sancionadora.

8. El Ministerio Fiscal, por escrito registrado el 16 de 
marzo de 2006, presentó sus alegaciones interesando la 
desestimación de la demanda de amparo. En relación con 
la invocación del derecho a la presunción de inocencia se 
argumenta que en la Resolución impugnada se hizo 
expresa la actividad probatoria desarrollada para consi-

derar acreditado que el invernadero fue construido en la 
subzona C2 del Parque Natural, como era el informe del 
Director conservador de dicho parque, por lo que el recu-
rrente viene a plantear meras discrepancias con la valora-
ción probatoria que son ajenas al derecho fundamental 
invocado. Y en relación con el derecho a la legalidad san-
cionadora se señala que, si bien el art. 39.1 LCEN esta-
blece una clasificación excesivamente genérica de las 
infracciones en virtud de determinados criterios, en el 
presente caso la resolución sancionadora justifica de 
forma fundada la calificación de la infracción, lo que evi-
dencia un grado de previsibilidad en la calificación de la 
conducta suficiente a los efectos de estimar cumplidos los 
requisitos del art. 25.1 CE.

9. Por providencia de 15 de junio de 2006, se señaló 
para deliberación y votación de la presente Sentencia el 
día 19 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El objeto de la presente Sentencia es determinar si 
la sanción administrativa impuesta al recurrente por eje-
cutar sin autorización un invernadero de unos 8.000 m2 en 
un subzona del Parque Natural Cabo de Gata-Níjar con 
limitación de uso, ha vulnerado su derecho a la presun-
ción de inocencia (art. 24.2 CE), por no existir actividad 
probatoria sobre la concreta calificación del suelo en el 
que se ubicó el invernadero, y a la legalidad sancionadora 
(art. 25.1 CE), por no aparecer determinada normativa-
mente la gravedad de la infracción en el art. 39.1 de la Ley 
de conservación de los espacios naturales y de la flora y 
fauna silvestres (LCEN).

2. Este Tribunal ha reiterado que una de las exigen-
cias inherentes al derecho a la presunción de inocencia es 
que la sanción ha de estar fundamentada en actos o 
medios probatorios de cargo, recayendo sobre la Admi-
nistración pública actuante la carga probatoria tanto de la 
comisión del ilícito como de la participación del denun-
ciado. Igualmente se ha destacado que tienen plena vali-
dez como prueba de cargo los partes de inspección o los 
informes obrantes en autos, con independencia de que 
carezcan de presunción de veracidad. Del mismo modo se 
ha hecho incidencia en que dentro del control que le 
corresponde realizar a este Tribunal sobre la eventual vul-
neración de este derecho se encuentra el de verificar si se 
ha dejado de someter a valoración la versión o la prueba 
de descargo aportada, concretándose que se exige sola-
mente ponderar los distintos elementos probatorios, pero 
sin que ello exija que esa ponderación se realice de modo 
pormenorizado, ni que la ponderación se lleve a cabo del 
modo pretendido por el recurrente, sino solamente que 
se ofrezca una explicación para su rechazo (por todas, 
STC 242/2005, de 10 de octubre, FJ 5).

En el presente caso, como queda acreditado en las 
actuaciones, si bien la Sentencia de instancia consideró 
que no existía prueba de cargo en el procedimiento ad-
ministrativo ni judicial sobre la ubicación del invernadero 
en zona prohibida dentro del parque natural, sin embargo, 
la Sentencia de apelación, estimando el recurso inter-
puesto por la Junta de Andalucía, argumentó sobre este 
particular que quedaba probado en el expediente admi-
nistrativo que el grado de protección de la zona en la que 
se ubicaba el invernadero era el C2 (área de cultivos tradi-
cionales) de acuerdo con lo establecido en el Plan de 
ordenación de los recursos naturales del Parque. A esos 
efectos se destacó en su fundamento jurídico segundo 
que este concreto aspecto estaba probado en virtud del 
escrito del Director conservador del parque en el que se 
informaba y se hacía expreso ese particular, lo que deter-
minaba que resultara irrelevante discutir sobre el valor 
probatorio del plano adjuntado en la contestación a la 
demanda. Igualmente se destacó en la Sentencia de ape-
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lación que el hecho de que en la descripción normativa de 
las zonas de protección D3 se mencionara el paraje de 
«Los Martínez» no demostraba que la parcela cuestionada 
estuviera en ese ámbito de protección, en lugar del C2, ya 
que la descripción de parajes es aproximativa y los mis-
mos no son espacios perfectamente acotados, de modo 
que la única descripción válida y detallada es la gráfica y, 
en particular, la de la cartografía anexa al Plan de ordena-
ción de los recursos naturales del parque, aprobado por 
Decreto 418/1994, de 25 de octubre.

En atención a estos antecedentes, y teniendo en 
cuenta que la Sentencia de apelación ha hecho expreso 
que la prueba de cargo en la que ha fundamentado la 
conclusión fáctica de que el invernadero estaba ubicado 
en la subzona C2 era el informe del Director conservador 
del parque y que, además, se ha manifestado los motivos 
para desestimar el argumento de descargo del recurrente 
referido a la inclusión del paraje de «Los Martínez» en la 
descripción normativa de la zona de protección D3, debe 
concluirse que la sanción impuesta se ha fundamentado 
en prueba de cargo válida y suficiente y que se han pon-
derado los argumentos y pruebas de descargo aportados 
por el recurrente, por lo que no cabe apreciar la vulnera-
ción aducida del derecho a la presunción de inocencia.

3. La cuestión relativa a la vulneración aducida del 
derecho a la legalidad sancionadora (art. 25.1 CE), por 
haberse impuesto una sanción en aplicación directa del 
art. 39.1 LECN, que no establece expresamente la clasifica-
ción de la gravedad –como leve, menos grave, grave y 
muy grave– de las infracciones previstas en dicho cuerpo 
legal, ya ha sido abordada reiteradamente por este Tribu-
nal en las SSTC 100/2003, de 2 de junio, FFJJ 6 y 7; 210/2005, 
de 18 de julio, FJ 3, y 98/2006, de 27 de marzo, FJ 3. En 
todas ellas se concluyó que la aplicación directa por los 
órganos administrativos sancionadores del art. 39.1 LCEN 
vulnera el art. 25.1 CE, pues dicho precepto no determina 
la gravedad de los ilícitos previstos en el art. 38 LCEN y de 
su lectura se deduce que la función de calificación de las 
infracciones se difiere a un posterior desarrollo norma-
tivo, sin el cual no es posible proceder a una aplicación 
directa e inmediata de la Ley. Ello determina, sin mayor 
argumentación, que también en el presente caso deba 
otorgarse el amparo por vulneración del derecho a la 
legalidad sancionadora (art. 25.1 CE).

El efecto del otorgamiento del amparo, como también 
se destacara en las citadas SSTC 100/2003, FJ 2, 210/2005, 
FJ 4, y 98/2006, FJ 4, debe quedar limitado a la anulación 
de las resoluciones impugnadas en el extremo referido a 
la imposición de la sanción pecuniaria, sin que resulte 
afectada la obligación impuesta al recurrente de reponer 
el medio alterado a su estado y ser anterior, demoliendo 
la estructura y retirando los materiales empleados. En 
efecto, la constatación en el expediente administrativo de 
que el recurrente había infringido el art. 38.12 LCEN tuvo 
como consecuencia la imposición, en virtud de la aplica-
ción directa del art. 39.1 LCEN, de una sanción pecuniaria 
y, en virtud de la previsión del art. 37.2 LCEN, de la obliga-
ción de reposición del medio alterado. Pues bien, recha-
zada la vulneración del derecho a la presunción de ino-
cencia, como única queja referida a la subsunción de la 
conducta del recurrente en el art. 38.12 LCEN, y determi-
nado que la vulneración del derecho a la legalidad sancio-
nadora aparece referida sólo al art. 39.1 LCEN, pero que 
no afecta en modo alguno al art. 37.2 LCEN, los efectos de 
este amparo no pueden extenderse, como pretende el 
recurrente, a la obligación de reposición del medio alte-
rado prevista en este último artículo. Aun dependiendo 
tanto la sanción pecuniaria como la obligación de dicha 
reposición del mismo presupuesto normativo, son dos 
consecuencias jurídicas autónomas entre sí. En la medida 
en que las garantías previstas en el art. 25.1 CE sólo resul-
tan aplicables a las consecuencias jurídicas de carácter 

sancionador, no puede pretenderse que se extiendan los 
efectos de la vulneración de dicho precepto a otras conse-
cuencias, como son las de obligación de reposición del 
medio alterado, que no tiene una finalidad sancionadora 
sino de restauración de la legalidad medioambiental.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar parcialmente el amparo solicitado por don 
Antonio Carmona Giménez y, en su virtud:

1.º Reconocer su derecho a la legalidad sanciona-
dora (art. 25.1 CE).

2.º Declarar la nulidad de las Resoluciones del Dele-
gado Provincial de Almería de la Consejería de Medio 
Ambiente de la Junta de Andalucía de 25 de octubre 
de 1999 y del Viceconsejero de Medio Ambiente de la 
Junta de Andalucía de 4 de abril de 2000, así como de la 
Sentencia de la Sección Segunda de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo de Granada del Tribunal Superior de 
Justicia de Andalucía de 17 de marzo de 2003, dictado en 
el rollo de apelación núm. 173-2001, en el único extremo 
referido a la imposición de la sanción pecuniaria.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a diecinueve de junio de dos mil 
seis.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodrí-
guez-Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 13079 Sala Segunda. Sentencia 188/2006, de 19 de 
junio de 2006. Recurso de amparo 5699-2003. 
Promovido por el Ayuntamiento de Marbella 
frente a la Sentencia de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Andalucía, con sede en Málaga, que 
estimó el recurso interpuesto para impugnar 
una licencia de obras en la urbanización Los 
Monteros.

Alegada vulneración del derecho a la tutela 
judicial efectiva sin indefensión: falta de agota-
miento porque había una solicitud de aclara-
ción de la sentencia pendiente en el momento 
de interponerse el recurso de amparo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistra dos, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5699-2003, promovido 
por el Ayuntamiento de Marbella, representado por el 
Procurador de los Tribunales don Antonio Pujol Ruiz y 


